MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD ELECTORAL - Rechazo de la demanda por caducidad / CADUCIDAD - A través de la tutela no se pueden habilitar términos procesales / CADUCIDAD - Fenómeno jurídico procesal a través del cual se limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de acceder a la jurisdicción / CADUCIDAD ELECTORAL - Requisitos para suspender el término cuando el actor haya presentado solicitud de amparo constitucional 
En la presente acción de nulidad se controvierte de manera parcial el acto que declaró la elección de José Rogelio Alvarez Muñoz y Juan Carlos Prada como representantes de las entidades sin ánimo de lucro, lista con minoría de votos y que accedió a tal declaratoria, luego de que se resolviera una impugnación planteada en contra del acto de elección del actor y, que se declarara su “nulidad” en la mencionada audiencia, celebrada el 14 de octubre de 2015. Según la mencionada disposición, el término para impugnar el acto a través del cual se hace una elección, empieza a correr a partir del día siguiente, cuandoquiera que se adopta en audiencia pública. En este caso, plantea el actor que la presentación de la demanda electoral resulta oportuna en la medida en que a su ejercicio, antecedió el mecanismo de amparo tutela, el cual inició con el fin de obtener la protección de sus derechos fundamentales. Aduce que es preciso que esta Corporación en aplicación del pronunciamiento del 30 de octubre de 2014, contabilice el término de caducidad teniendo en cuenta el trámite de tutela, esto es, que suspenda los términos de caducidad de la acción electoral mientras tardó su decisión. (…) la única posibilidad para que se suspenda el término de caducidad electoral cuando el actor haya presentado una solicitud de amparo constitucional deviene de que concurran dos (2) requisitos que tienen que ver con: i) el ejercicio de la acción de tutela como mecanismo transitorio y ii) que el juez de tutela haya amparado sus derechos fundamentales con una orden que lo habilite para el ejercicio del medio de control judicial. Debe precisarse que en todo caso, el entendido del amparo que se conceda implica que los términos de la acción electoral se suspendieron, pero de ninguna manera se ampliaron o se adicionaron. Este pronunciamiento judicial al que hizo alusión el actor para justificar su tardanza en la presentación de la demanda de nulidad electoral de ninguna manera representa que se encuentre habilitado, como consecuencia de la suspensión de términos por el hecho de haber acudido en ejercicio de la acción de tutela. En efecto, de una parte la acción de tutela que ejercitó el aquí actor no se hizo a título de mecanismo transitorio; y en todo caso, en ninguna de las instancias tramitadas, el juez de tutela accedió al amparo deprecado, pues en la primera, la acción se declaró improcedente y, vía impugnación, el juez ad quem confirmó tal decisión. Así las cosas, ante la inexistencia de un amparo en favor del actor y como consecuencia de éste, de una habilitación para el ejercicio de este medio de control, le corresponde al Despacho examinar si la presentación de la demanda fue oportuna sin atender a ningún reparo sobre la suspensión del término de caducidad. Se advierte que para el 16 de febrero de 2016, fecha de presentación de la acción de nulidad electoral en contra del acto electoral demandado, según sello de la Dirección Seccional de Administración Judicial - Cartagena, el término de caducidad para cuestionar la elección que data del 14 de octubre de 2015, se encontraba vencido y por ende, la demanda caducada, pues ello acaeció el 27 de noviembre de 2015. No sobra reiterar que el requisito necesario para entender suspendidos los términos de caducidad en una acción electoral cuando se ha ejercido acción de tutela como mecanismo transitorio, implica la existencia de una orden de amparo en firme, pues no basta con la simple presentación de la solicitud de tutela sino que es necesario contar con un amparo, el que no se dio en el caso bajo examen. Por las razones que anteceden y teniendo en consideración que la caducidad ha sido entendida como el fenómeno jurídico procesal a través del cual el legislador, en ejercicio y desarrollo de su potestad normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de acceder a la jurisdicción para controvertir los actos sometido a control judicial, plazo que en el presente asunto se excedió, se impone el rechazo de la demanda en los términos del artículo 169 numeral 1° del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

NOTA DE RELATORIA: Sentencia del 10 de octubre de 2013. Rad. 20001-23-31-000-2011-00622-02. Actor: Carlos Mario Isaza Serrano y otro. Demandado: Concejales del Municipio de Valledupar. Sección Quinta. 

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION QUINTA
Consejero ponente: CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Bogotá, D.C., nueve (9) de marzo de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 11001-03-28-000-2016-00036-00

Actor: EFREN LOURDY LOURDY
Demandado: CORPORACION AUTONOMA REGIONAL DEL SUR DE BOLIVAR
ELECTORAL - Rechaza demanda por caducidad
Corresponde al Despacho pronunciarse sobre la oportunidad en la presentación de demanda de la referencia dirigida contra el acto de elección de los señores José Rogelio Alvarez Muñoz y Juan Carlos Prada como representantes de las entidades sin ánimo de lucro ante el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional del Sur de Bolívar, contenido en el acta de la asamblea de fecha miércoles catorce (14) de octubre de dos mil quince (2015)
.

I. ANTECEDENTES

A través de apoderado judicial el señor Efrén Lourdy Lourdy presentó medio de control de nulidad electoral ante el Tribunal Administrativo de Bolívar, con el fin de obtener la nulidad de la elección de los señores José Rogelio Alvarez Muñoz (principal) y Juan Carlos Prada (suplente), como representantes de las entidades sin ánimo de lucro ante la Corporación Autónoma Regional del Sur de Bolívar, contenida en el acta del miércoles catorce (14) de octubre de dos mil quince (2015).

Sometida a reparto la demanda el despacho conductor del trámite por auto del 19 de febrero de dos mil dieciséis (2016)
, se declaró incompetente para conocer del asunto y remitió el expediente a esta Corporación con fundamento en lo previsto en el numeral 4° del artículo 149 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

1. La demanda electoral

Conforme está concebida la demanda de nulidad electoral se tiene que su propósito es que se anule parcialmente el acta del 14 de octubre de 2015, en cuanto declaró la elección de un representante principal y su suplente ante el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional del Sur de Bolívar - CSB.

El actor sustenta su pretensión de anulación en el hecho de que luego de haberse declarado la elección que recaía en su favor y del señor Luis Rafael Vidal López, se presentó una impugnación que fue surtida por el presidente de la reunión en el sentido de “declararla nula” y, en consecuencia dispuso: “los postulados que se le siguen inmediatamente en la votación serán entonces los consejeros elegidos, principales y suplentes. Son los señores. José Rogelio ALVAREZ MUÑOZ, de la Corporación Peña verde y JUAN CARLOS PRADA, de la Corporación Horizonte verde, plancha N. 3.”

El actor funda su reclamo en el hecho de que una vez finalizada la elección y habiéndose pasado al último punto de la reunión, la mesa directiva sin competencia para ello aceptó la impugnación presentada por el señor suplente de la plancha no elegida y, ordenó, que la elección que recaía en su favor no tuviera efectos jurídicos, y que por este hecho, quedara elegida la plancha que le seguía en votos.

Se invocaron como cargos de violación entre otras acusaciones planteadas, el de expedición irregular del acto acusado por violación al debido proceso y el de falsa motivación.

Plantea en su escrito de demanda un acápite denominado medidas cautelares en el que explica la procedencia de la suspensión de los efectos de la acto acusado. 

También en capítulo titulado como “oportunidad para demandar” el actor explica que el tiempo que se tomó para acudir ante el juez electoral se encuentra justificado en la medida en que interpuso acción de tutela con el fin de obtener la garantía de sus derechos fundamentales. Soporta su pedimento en un antecedente jurisprudencial dictado el 30 de octubre de 2014, y considera que ha de entenderse como oportuna la presentación de la demanda puesto que el ejercicio de la acción de tutela suspende el conteo de los términos que el legislador previó para predicar su caducidad.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  

II. CONSIDERACIONES 

1. De la competencia del Consejo de Estado

De conformidad con lo previsto en el numeral 4° del artículo 149 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, le corresponde al Consejo de Estado el conocimiento de los siguientes procesos:

“ARTICULO 149. COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN UNICA INSTANCIA.
El Consejo de Estado, en Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, por intermedio de sus Secciones, Subsecciones o Salas especiales, con arreglo a la distribución de trabajo que la Sala disponga, conocerá en única instancia de los siguientes asuntos:

[…]

4. De la nulidad de los actos de elección expedidos por el Congreso de la República, sus Cámaras y sus Comisiones, la Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo Superior de la Judicatura, la Junta Directiva o Consejo Directivo de los entes autónomos del orden nacional y las Comisiones de Regulación. […]

Por su parte, el Acuerdo 58 del 15 de septiembre de 1999 dictado por la Sala Plena del Consejo de Estado y por el cual se expidió el Reglamento de esta Corporación, prevé:

“Artículo 13.- Modificado. Acuerdo 55/2003, art. 1. C.E. Distribución de los negocios entre las secciones. Para efectos de repartimiento, los negocios de que conoce la Sala de lo Contencioso Administrativo se distribuirán entre sus secciones atendiendo un criterio de especialización y de volumen de trabajo, así:

(…)

Sección quinta

2. Los procesos electorales relacionados con elecciones o nombramientos.

(…)”

De las anteriores normas se establece que corresponde a la Sección Quinta de esta Corporación el conocimiento de las demandas presentadas en ejercicio de la acción de nulidad de contenido electoral, cuando se controviertan actos de elección expedidos por los consejos directivos de los entes autónomos del orden nacional
. Esta naturaleza jurídica la tiene la Corporación Autónoma Regional del Sur de Bolívar, en los términos del artículo 23 de la Ley 99 de 1993.

En este orden de ideas el acto demandado en cuanto cuestiona la elección de dos representantes de las entidades sin ánimo de lucro ante el Consejo Directivo de la CBS es pasible de demanda de nulidad electoral ante esta Corporación en razón a las reglas de competencias aludidas.

2. De la oportunidad de la acción electoral.

Determinada la competencia que le asiste a la Corporación para adelantar este trámite, es momento de establecer la oportunidad con la que se presentó la demanda de la referencia, a fin determinar si se impetró dentro de los 30 días contados a partir del siguiente a aquel en que se declaró la elección en audiencia pública, según lo dispuesto en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, artículo 164, numeral 2, literal a).

En la presente acción de nulidad se controvierte de manera parcial el acto que declaró la elección de José Rogelio Alvarez Muñoz y Juan Carlos Prada como representantes de las entidades sin ánimo de lucro, lista con minoría de votos y que accedió a tal declaratoria, luego de que se resolviera una impugnación planteada en contra del acto de elección del actor y, que se declarara su “nulidad” en la mencionada audiencia, celebrada el 14 de octubre de 2015.

Según la mencionada disposición, el término para impugnar el acto a través del cual se hace una elección, empieza a correr a partir del día siguiente, cuandoquiera que se adopta en audiencia pública. La norma en cita prevé:

“Artículo 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:

1. En cualquier tiempo, cuando:

[…]

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad:

a) Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo electoral, el término será de treinta (30) días. Si la elección se declara en audiencia pública el término se contará a partir del día siguiente; en los demás casos de elección y en los de nombramientos se cuenta a partir del día siguiente al de su publicación efectuada en la forma prevista en el inciso 1o del artículo 65 de este Código.

En las elecciones o nombramientos que requieren confirmación, el término para demandar se contará a partir del día siguiente a la confirmación;

[…]”
En este caso, plantea el actor que la presentación de la demanda electoral resulta oportuna en la medida en que a su ejercicio, antecedió el mecanismo de amparo tutela, el cual inició con el fin de obtener la protección de sus derechos fundamentales, y que dice tuvo el siguiente trámite, según la prueba documental que se aportó al expediente: 

El 9 de noviembre de 2015, presentó ante el Juez Penal del Circuito de Magangué, solicitud de tutela con el propósito de: “[…] tutelar mis derechos fundamentales y en consecuencia, ordenar a la Corporación Autónoma Regional del Sur de Bolívar, dejar sin efecto todo el trámite realizado dentro del proceso de elección de los representantes de las entidades sin ánimo de lucro ante el Consejo directivo de dicha entidad, en lo que respecta a la nulidad decretada. Dejando en firme la escogencia del suscrito”
.
Previas las notificaciones del caso, la tutela se resolvió en primera instancia, en el sentido de declararla improcedente. El juez a quo basó su decisión en los siguientes términos: “[…] ante la naturaleza del asunto quien debe entrar a debatir tal potestad es el Juez Natural a través del medio de control de Nulidad Electoral, pues tal y como lo prevé la ley y lo reitera el Consejo de Estado, el objetivo fundamental del medio de control de nulidad electoral, es la prevalencia de la legalidad de los actos electorales, siendo entonces éste medio judicial idóneo para controvertir lo pretendido en sede de tutela”
.

Contra esta decisión el tutelante ejercitó impugnación, según da cuenta el escrito visible a los folios 237 a 242 del expediente.

El Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cartagena - Sala Penal resolvió en segunda instancia la acción de tutela, y mediante providencia del veintinueve (29) de enero de dos mil dieciséis (2016), confirmó el fallo del veintitrés (23) de noviembre de dos mil quince (2015). Aludió a que “[…] existe un medio de defensa judicial como lo es acudir ante (sic) jurisdicción Contencioso Administrativo, y en virtud de ello, la tutela como mecanismo subsidiario resulta improcedente, pues no se han agotado todo los requisitos que dispone la Ley para hacer valer las postulaciones que aquí se elevan ante el Juez Constitucional”
.
Aduce que en razón a lo anterior, es preciso que esta Corporación en aplicación del pronunciamiento del 30 de octubre de 2014, contabilice el término de caducidad teniendo en cuenta el trámite de tutela, esto es, que suspenda los términos de caducidad de la acción electoral mientras tardó su decisión, conforme a lo allí previsto.

A efectos de establecer si existe similitud entre aquel caso y el que ahora pone en conocimiento el actor con mirar a beneficiarse de esta postura, corresponde traer a colación los argumentos que fueron determinantes para esa decisión, así:

“[…] Por lo anterior, cuando el inciso 3 del artículo 8 del Decreto 2591 de 1991 establece que concedida la tutela como mecanismo transitorio la acción correspondiente debe ejercerse en un “un término máximo de cuatro meses” debe entenderse que con la presentación de la solicitud se suspende el término de caducidad de la acción principal, por lo que el BENEFICIADO CON LA ORDEN debe ejercer el medio de control correspondiente dentro del plazo que falte para que opere la caducidad de éste.

Resalta la Sala que si bien la norma no lo dice así expresamente, dada la transitoriedad de los efectos del amparo y la naturaleza supletiva, residual, excepcional y subsidiaria de esta acción, hay que entender lógicamente que con ella no es viable sustituir ni las vías ordinarias ni mucho menos los trámites y requisitos que deben seguirse en los diferentes procesos, por lo que no puede entenderse en manera alguna que a través de la tutela se consagre un término de caducidad especial, ya que la protección conferida no puede ir en abierta contradicción con el ordenamiento jurídico,

Pues, la tutela fue concebida con el fin de evitar un daño irreparable mas no con el objeto de implantar un régimen de excepción, paralelo a los demás medios de control, a través del cual se puedan variar las reglas previstas para el ejercicio de cada acción, al antojo del juez constitucional. 

Hacerlo, implicaría una práctica insana que devendría en la utilización indebida del mecanismo constitucional y a la inutilidad e inoperancia de las demás acciones. 

Sobre el particular la Corte Constitucional
 ha dicho: 

“En otros términos la acción de tutela no ha sido consagrada para provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes, ni para otorgar a los litigantes la opción de rescatar pleitos ya perdidos, sino que tiene el propósito claro y definido, estricto y específico, que el propio artículo 86 de la Constitución indica, que no es otro diferente que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurarle el respeto efectivo de los derechos fundamentales que la Carta reconoce.” (Negrillas y subrayas fuera de texto).

Así, la correcta interpretación de la disposición reseñada, impide entender que en aplicación del artículo 8 del Decreto 2591 de 1991 se haya consagrado un plazo especial de caducidad para las acciones ordinarias EN FAVOR UNICA Y EXCLUSIVAMENTE DEL BENEFICIADO CON LA PROTECCION TRANSITORIA, pues esto equivaldría a permitir que con el referido mecanismo constitucional sea posible eludir los requisitos de los distintos medios de control y revivir términos ya fenecidos.

En consecuencia, dada la precariedad del amparo y la incompetencia del juez de tutela para variar las condiciones previamente impuestas por el legislador, la solicitud de amparo, como ya se dijo, solo tiene la virtualidad de suspender los términos, más no ampliarlos o adicionarlos y con ello premiar la desidia de los ciudadanos, por lo que si el interesado no intenta la acción dentro de la oportunidad legal debe ser sancionado con la expiración del plazo para interponer el medio de control.

Así, debió entenderlo la parte actora, PUES EN LA ORDEN IMPARTIDA por el juzgado se expresó “… el tutelante deberá en un término máximo de cuatro (4) meses a partir de la presente sentencia, ejercer la acción administrativa que corresponda…”. Lo anterior, condicionado a que la demanda se instaurara dentro del lapso de reanudación del conteo. 

Principalmente, porque en tratándose de la acción pública de nulidad electoral, el ordenamiento jurídico ha consagrado un término de caducidad muy breve. En vigencia del Decreto 01 de 1984 el artículo 136-12 establecía un plazo de 20 días para interponer la demanda y con la Ley 1437 de 2011 éste se amplió a 30 días [literal a) numeral 2 artículo 164], conservando en todo caso la perentoriedad para su ejercicio.

Lo anterior, en atención a que el objeto de este medio de control es definir con prontitud la legalidad de los actos de elección en aras de brindar certeza sobre la gobernabilidad y de ser el caso, restaurar la pureza del orden democrático a la mayor brevedad, pues esta acción se interpone en defensa del interés general y no del particular de quien la ejerce. 

Este límite temporal tiene fundamento en el artículo 264 Constitucional que establece “La jurisdicción administrativa decidirá la acción de nulidad electoral en el término máximo de un año. En los casos de única instancia, según la ley, el término para decidir no podrá exceder de seis (6) meses”.

[…]

Entonces, comoquiera que no puede olvidarse que la acción de tutela es un mecanismo excepcional que en manera alguna releva a los accionantes de atender las reglas especiales que consagra el ordenamiento jurídico frente a los distintos medios de control y menos aún puede servir de excusa para utilizar los instrumentos por fuera del plazo señalado para que expire su ejercicio. Figura jurídica frente a la cual, la Corte Constitucional ha dicho:

“…resulta necesario dotar de firmeza a las determinaciones oficiales estableciendo un momento a partir del cual, ya no es posible controvertir algunas actuaciones. De lo contrario, el sistema jurídico se vería avocado a un estado de permanente latencia en donde la incertidumbre e imprecisión que rodearían el quehacer estatal, entorpecería el desarrollo de las funciones públicas. (…) La caducidad es la extinción del derecho a la acción por cualquier causa, como el transcurso del tiempo, de manera que si el actor deja transcurrir los plazos fijados por la ley en forma objetiva, sin presentar la demanda, el mencionado derecho fenece inexorablemente, sin que pueda alegarse excusa alguna para revivirlos. Dichos plazos constituyen entonces, una garantía para la seguridad jurídica y el interés general. Y es que la caducidad representa el límite dentro del cual el ciudadano debe reclamar del Estado determinado derecho; por ende, la actitud negligente de quien estuvo legitimado en la causa no puede ser objeto de protección, pues es un hecho cierto que quien, dentro de las oportunidades procesales fijadas por la ley ejerce sus derechos, no se verá expuesto a perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado”. 
“… la limitación del plazo para impugnar ciertos actos -y es algo en lo que se debe insistir- está sustentada en el principio de seguridad jurídica y crea una carga proporcionada en cabeza de los ciudadanos para que se interesen y participen prontamente en el control de actos que vulneran el ordenamiento jurídico…
”. (Negrillas fuera de texto).

Resulta evidente para la Sala, que en el sub lite la parte actora ejerció el contencioso electoral por fuera del plazo previsto por el legislador Y CONCEDIDO POR EL JUEZ CONSTITUCIONAL -bajo la interpretación aquí reseñada-, […]”
.

De la anterior transcripción se evidencia con exactitud, que la única posibilidad para que se suspenda el término de caducidad electoral cuando el actor haya presentado una solicitud de amparo constitucional deviene de que concurran dos (2) requisitos que tienen que ver con: i) el ejercicio de la acción de tutela como mecanismo transitorio y ii) que el juez de tutela haya amparado sus derechos fundamentales con una orden que lo habilite para el ejercicio del medio de control judicial. Debe precisarse que en todo caso, el entendido del amparo que se conceda implica que los términos de la acción electoral se suspendieron, pero de ninguna manera se ampliaron o se adicionaron.

Este pronunciamiento judicial al que hizo alusión el actor para justificar su tardanza en la presentación de la demanda de nulidad electoral de ninguna manera representa que se encuentre habilitado, como consecuencia de la suspensión de términos por el hecho de haber acudido en ejercicio de la acción de tutela.

En efecto, de una parte la acción de tutela que ejercitó el aquí actor no se hizo a título de mecanismo transitorio; y en todo caso, en ninguna de las instancias tramitadas, el juez de tutela accedió al amparo deprecado, pues en la primera, la acción se declaró improcedente y, vía impugnación, el juez ad quem confirmó tal decisión.

Así las cosas, ante la inexistencia de un amparo en favor del actor y como consecuencia de éste, de una habilitación para el ejercicio de este medio de control, le corresponde al Despacho examinar si la presentación de la demanda fue oportuna sin atender a ningún reparo sobre la suspensión del término de caducidad.
Se advierte que para el 16 de febrero de 2016, fecha de presentación de la acción de nulidad electoral en contra del acto electoral demandado, según sello de la Dirección Seccional de Administración Judicial - Cartagena
, el término de caducidad para cuestionar la elección que data del 14 de octubre de 2015
, se encontraba vencido y por ende, la demanda caducada, pues ello acaeció el 27 de noviembre de 2015. 

No sobra reiterar que el requisito necesario para entender suspendidos los términos de caducidad en una acción electoral cuando se ha ejercido acción de tutela como mecanismo transitorio, implica la existencia de una orden de amparo en firme, pues no basta con la simple presentación de la solicitud de tutela sino que es necesario contar con un amparo, el que no se dio en el caso bajo examen. 

Sobre el particular, esta Sección frente a la necesidad de contar con una decisión en tal sentido para habilitar el ejercicio de la acción electoral que resulta extemporánea pero frente a la cual se ha ejercitado una acción de tutela, puntualizó:

“[…] La apoderada equivocadamente pretende que se aplique en este caso lo que el ordenamiento jurídico reserva para los fallos dictados por la H. Corte Constitucional cuando ejerce el control judicial de constitucionalidad. En efecto, el artículo 45 de la Ley 270 de 1996 prescribe al respecto que “Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control en los términos del artículo 241 de la Constitución Política, tienen efectos hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario.” Por el contrario, en lo que respecta a los fallos dictados en las acciones de tutela el artículo 45 ibídem, consagra que “tienen carácter obligatorio únicamente para las partes. Su motivación sólo constituye criterio auxiliar para la actividad de los jueces.”. Por tanto, si la sentencia de segunda instancia revoca la que en primera instancia acogió las súplicas de la demanda, sus efectos se surten inmediatamente es notificada, de suerte que cualquier orden que se haya impartido como efecto suyo desaparece del mundo jurídico, y lo hace desde entonces, desde cuando se expidió. En este orden de ideas, al haberse revocado el fallo dictado el 14 de febrero de 2012 por el Juzgado 6º Administrativo del Circuito de Valledupar, que habilitó el término para acudir a esta jurisdicción en la demanda sub examine, desapareció el fundamento jurídico que permitió admitirla no obstante haberse radicado por fuera del término establecido en el artículo 136 numeral 12 del C.C.A. Ante ello, bien hizo el Tribunal a-quo al fallar inhibitoriamente por caducidad de la acción, ya que era evidente su extemporaneidad.”

Por las razones que anteceden y teniendo en consideración que la caducidad ha sido entendida como el fenómeno jurídico procesal a través del cual el legislador, en ejercicio y desarrollo de su potestad normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de acceder a la jurisdicción para controvertir los actos sometido a control judicial, plazo que en el presente asunto se excedió, se impone el rechazo de la demanda en los términos del artículo 169 numeral 1° del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

III. DECISION

Por lo expuesto,  

RESUELVE
PRIMERO.- Rechazar por caducidad la demanda presentada por intermedio de apoderado judicial por el señor Efrén Lourdy Lourdy contra la nulidad parcial del acta de 14 de octubre de 2015, por la cual se eligieron como representantes de las entidades sin ánimo de lucro de la Corporación Autónoma Regional del Sur de Bolívar - CSB a los señores José Rogelio Alvarez Muñoz y Juan Carlos Prada, atendiendo a las razones expresadas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO.- Reconocer personería al doctor Edgar Fernando Prada Atencio para que actúen en representación del señor Efrén Lourdy Lourdy, en los términos y para los efectos del poder visible al folio 17 del expediente.

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero
� Se encuentra visible al folio 21 a 31 del expediente.


� Folio 247 – 247 vto.


� debe precisarse que según el parágrafo 1º del artículo 26 de la citada Ley 999 de 1993, refiere que los representantes del literal g [Dos (2) representantes de las entidades sin ánimo de lucro, que tengan su domicilio en el área de jurisdicción de la Corporación y cuyo objeto principal sea la protección del medio ambiente y los recursos naturales renovables, elegido por ellas mismas.] se elegirán de acuerdo a la reglamentación que sobre el particular expida el Ministerio del Medio Ambiente.


� Ver folio 134 del expediente.


� Folio 233 del expediente.


� Folio 112 a 118 del expediente. 








� Cfr, Corte Constitucional, sentencias T-001 de 1992; T-655 de 2000; T-168 de 2003; T-1201 de 2005, T-080 de 2009 y T-313 de 2010. 


� Sentencia C-781 de 1999.


� Consejo de Estado - Sección Quinta. Auto del 30 de octubre de 2014. C.P. dra. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. Expediente Radicado N° 47001-23-33-000-2013-00147-02. Actor: Ricardo Diazgranados del Castillo.


� Visible al folio 1 del expediente.


� El acta se encuentra visible a los folios 21 a 31, y en ella se constata que asistió el demandante en su condición de aspirante postulado. (fl. 28)


� Consejo de Estado - Sección Quinta. Sentencia del 10 de octubre de 2013. Radicación N° 20001-23-31-000-2011-00622-02. Actor: Carlos Mario Isaza Serrano y otro. Demandado: Concejales del Municipio de Valledupar.





